STJSL-S.J. – S.D. Nº 128/20.-

--En la Provincia de San Luis, a veintiocho días del mes de diciembre de dos mil veinte, se reúnen en Audiencia Pública los Señores Ministros Dres. LILIA ANA NOVILLO, ANDREA CAROLINA MONTE RISO, CECILIA CHADA y JORGE LEVINGSTON - Miembros del SUPERIOR TRIBUNAL DE JUSTICIA, para dictar sentencia en los autos: “AMAYA VÍCTOR HUGO c/ PETROMER S.R.L. y OTROS s/ COBRO DE PESOS - LABORAL - RECURSO DE CASACIÓN” - IURIX EXP Nº 288547/15.

Conforme al sorteo practicado oportunamente, con arreglo a lo que dispone el artículo 268 del Código Procesal, Civil y Comercial, se procede a la votación en el siguiente orden: Dra. LILIA ANA NOVILLO, y habiendo asumido los Dres. ANDREA CAROLINA MONTE RISO, CECILIA CHADA y JORGE ALBERTO LEVINGSTON, como nuevos Ministros del Superior Tribunal, pasaron a estudio en el siguiente orden: CECILIA CHADA, ANDREA CAROLINA MONTE RISO y JORGE ALBERTO LEVINGSTON.

Las cuestiones formuladas y sometidas a decisión del Tribunal son:

I) ¿Es procedente el recurso de inconstitucionalidad planteado por la demandada?

II) ¿Qué resolución corresponde dar al caso en estudio? 

III) ¿Cuál sobre las costas?

IV) ¿Es formalmente procedente el Recurso de Casación interpuesto por la demandada?

V) ¿Existe en el fallo recurrido alguna de las causales enumeradas en el art. 287 del CPC?

VI) En caso afirmativo de la cuestión anterior, ¿cuál es la ley a aplicarse o la interpretación que debe hacerse del caso en estudio, o la jurisprudencia contradictoria a unificar?

VII) ¿Qué resolución corresponde dar al caso en estudio?

VIII) ¿Cuál sobre las costas?

CONSIDERACIONES COMUNES A AMBOS RECURSOS: La sentencia de Cámara rechazó el recurso de apelación interpuesto por el actor, y en consecuencia, confirmó el rechazo de la demanda incoada en contra de Pretomer S.R.L. y los Sres. José Roldan y Marcelo Roldan. 

Para así decidir, argumentó que de la merituación de la prueba en forma integral no surge acreditada la existencia de una relación laboral.

Contra esta decisión el actor interpuso recurso de casación e inconstitucionalidad.

Razones de orden y mérito aconsejan tratar en primer término el recurso de inconstitucionalidad por sentencia arbitraria.

A LA PRIMERA CUESTIÓN, la Dra. LILIA ANA NOVILLO, dijo: 1) Que por ESCEXT Nº 9446830, de fecha 17/06/2018, el actor interpone recurso de inconstitucionalidad.

Sostiene que tanto la sentencia de primera como la segunda instancia afectan garantías constitucionales establecidas en el art. 14 bis de la Constitución Nacional, en el Pacto internacional de los derechos económicos, sociales y culturales, en la convención interamericana de los derechos del hombre y en el protocolo de San Salvador, como así también en las resoluciones de la OIT de la cual la República Argentina forma parte.

Manifiesta que la sentencia rechaza la existencia de la relación laboral, ignorando la aplicación del art. 23 de la LCT y ello conlleva a desconocer la totalidad de derechos que protegen al trabajador no registrado, el cual precisamente debe ser objeto de mayor protección en razón de su situación de mayor vulnerabilidad.

Indica que además la sentencia afecta el derecho de propiedad, el derecho al trabajo y a una justa retribución, el derecho constitucional a la igualdad, a la par que viola normativa laboral de orden público, y no aplica el principio constitucional de que en caso de duda sobre la interpretación de la prueba se debe fallar a favor del trabajador.
Expone que también la sentencia resulta arbitraria y violatoria de garantías constitucionales del debido proceso. 

Explica que se basa en criterios dogmáticos, al considerar no probada la relación laboral teniendo en cuenta parámetros probatorios, niveles o pautas únicas para determinar el vínculo entre el trabajador y el empleador basadas en la demostración de la propiedad o dominio de los vehículos donde el actor trabajaba. 

Señala que la sentencia no aprecia la totalidad de la prueba incorporada a la causa, que no toma en cuenta los testimonios brindados por los testigos de su parte (Blanco, Barroso, Díaz, Iracheta) que ratificaron que el Sr. Amaya había trabajado como chofer de uno de los camiones que pertenecían a la demandada.

Por su parte, se agravia de que la sentencia, en relación a la existencia de la relación laboral, haya requerido que se acreditara el dominio de los camiones que los demandados le asignaban para conducir. 

Refiere que tampoco contempló la documental acompañada (carta de porte, telegramas, cédula notificación de multa y liquidación de deuda de multa).

Afirma que en autos se probó la relación de dependencia (aspectos económicos, jurídicos, y técnicos) en tanto que dependía del salario abonado por los Sres. Marcelo y José Roldan, recibía sus directivas, y siempre estuvo en función de sus pareceres y objetivos.

Finalmente, señala que la sentencia prescinde del texto legal aplicable (art. 23, 14, y cc. de la LCT).

2) La contraria contesta el recurso en ESCEXT Nº 9570925, de fecha 05/07/2018.
Controvierte su procedencia argumentando que el mismo no cumple con los recaudos formales de admisibilidad, que solo demuestra un descontento con lo resuelto y que, en definitiva, la demanda se rechazó porque la prueba fue claramente insuficiente y el actor no pudo probar la existencia de la relación laboral, ni siquiera con la prueba testimonial.

3) Que el Sr. Procurador General contesta vista en actuación 11760415, de fecha 04/06/2019, pronunciándose por el rechazo del recurso.

En lo sustancial considera que la resolución que resuelve no hacer lugar al recurso de apelación de la parte actora y confirmar la S.D no evidencia desacierto u omisión que configure el extremo necesario para ser tachada de arbitraria, que la misma cuenta con fundamentos suficientes en concordancia con las circunstancias del caso, prueba rendida y valorada por el principio de la libre convicción y sana crítica racional, lo que impide que sea descalificada como acto judicial.

Por su parte, destaca que los argumentos en que la parte demandada funda el recurso en vista, evidencia una re edición de los agravios que fueran resueltos en el recurso de apelación y una disconformidad con la valoración que la Excma. Cámara efectúa de la prueba producida.

4) Que en el análisis de la cuestión traída a estudio tengo presente que el recurso de inconstitucionalidad fue concedido por este Alto Cuerpo por la causal no reglada de arbitrariedad de sentencia (STJSL-S.J. – S.I. Nº 530/18, de fecha 20/12/2018), por lo que con tales lindes abordaré el tratamiento del recurso.

Preliminarmente considero que es del caso señalar que la jurisprudencia elaborada en materia de arbitrariedad de sentencia ha establecido que la misma no tiene por objeto la corrección en tercera instancia de decisiones equivocadas o que se consideren tales (Fallos: 254:327) sino que, por el contrario, está dirigida a la revisión de pronunciamientos en los que se advierta la inexistencia de las calidades mínimas para que el acto impugnado constituya una sentencia judicial (Fallos: 237:74, 239:126). (Cfr. Augusto M. Morello. El Recurso Extraordinario, Ed. Librería Editora Platense. 1987, p. 198).

Asimismo, que en relación a la valoración probatoria, la arbitrariedad se configura respecto de las sentencias que se dictan sin considerar constancias o pruebas disponibles que asuman la condición de decisivas o conducentes para la adecuada solución del caso (CSJN, Fallos, 307:234, y 2281) y cuya valoración prueba ser significativa para alterar el resultado del pleito (CSJN, Fallos, 284:115, 306:441, 308:1882), lo que excede el área de las meras discrepancias entre los puntos de vista de las partes y del juez. (CSJN, Fallos, 294:309). (Cfr. Néstor Pedro Sagüés, Derecho Procesal Constitucional, Recurso Extraordinario, Ed. Astrea, t. 2, p. 258).

Que en el sub lite, la Excma. Cámara falló rechazando el recurso de apelación interpuesto por el actor y confirmando el rechazo de la demanda porque no se acreditó la existencia de relación laboral. 

Que en apoyo de tal conclusión ponderó: “…Que de la valoración de las testimoniales ofrecidas por la parte actora (IRACHETA EMMANUEL NICOLAS, OCHOA ALICIA MONICA (testigo de oidas), CABEZUELO DARIO ANGEL), conforme las reglas de la sana crítica (art.22 CPL)…no logra acreditar las notas tipificantes del vínculo laboral, como ser: subordinación jurídica, económica y técnica….”

También, que la testimonial de IRACHETA resultó insuficiente en razón que no hay prueba que corrobore sus dichos y que la documental fue desconocida por la demandada y no se produjo prueba subsidiaria. 

Es decir, el Tribunal interpretó que de acuerdo a la prueba producida en la causa, no se acreditó la relación laboral, y lo que en definitiva pretende el recurrente es replantear la cuestión argumentando la existencia de arbitrariedad.

Como expuse, la tacha de arbitrariedad no es apta cubrir la mera discrepancia respecto a la apreciación de la prueba o enmendar errores o revisar cuestiones discutibles u opinables, y esto es lo que surge palmario de los agravios del recurso al plantear una valoración probatoria distinta a la efectuada por el Tribunal a-quo, sin demostrar que el razonamiento seguido padezca de un error grave o grosero.

Que en relación a ello la jurisprudencia ha dicho: “…cuando se pretende impugnar las conclusiones de un pronunciamiento sobre las cuestiones fácticas de la litis, no basta con presentar la propia versión del impugnante sobre el merito de las mismas, sino que es necesario realizar un juicio crítico de los razonamientos desarrollados por el sentenciante y demostrar cabalmente que padecen de un error grave, palmario y fundamental” (STJ Corrientes, Maidana, Juana Ramona c. Flores Ignacio s/ Indemnización Laboral. 9/12/2015. La Ley Online).

A mayor abundamiento se impone señalar que los agravios propuestos en esta instancia extraordinaria se presentan como una reiteración de argumentos vertidos en anteriores etapas del proceso (Ad. 8413974 de fecha 14.12.17), que fueron tratados y resueltos con suficiente fundamentación de derecho.
Por ello, a tenor de lo expuesto, y de conformidad con lo dictaminado por el Sr. Procurador General propicio el rechazo del recurso.

En consecuencia, VOTO a la primera cuestión por la NEGATIVA.
Los Señores Ministros, Dres. CECILIA CHADA, ANDREA CAROLINA MONTE RISO y JORGE ALBERTO LEVINGSTON, comparten lo expresado por la Sra. Presidente, Dra. LILIA ANA NOVILLO y votan en igual sentido a esta PRIMERA CUESTIÓN.

A LA SEGUNDA CUESTIÓN, la Dra. LILIA ANA NOVILLO, dijo: Que conforme se ha votado la cuestión anterior, corresponde rechazar el recurso de inconstitucionalidad por la causal no reglada de arbitrariedad de sentencia. ASÍ LO VOTO.
Los Señores Ministros, Dres. CECILIA CHADA, ANDREA CAROLINA MONTE RISO y JORGE ALBERTO LEVINGSTON, comparten lo expresado por la Sra. Presidente, Dra. LILIA ANA NOVILLO y votan en igual sentido a esta SEGUNDA CUESTIÓN.

A LA TERCERA CUESTIÓN, la Dra. LILIA ANA NOVILLO, dijo: Costas al vencido (art. 68 CPC y C). ASÍ LO VOTO.
Los Señores Ministros, Dres. CECILIA CHADA, ANDREA CAROLINA MONTE RISO y JORGE ALBERTO LEVINGSTON, comparten lo expresado por la Sra. Presidente, Dra. LILIA ANA NOVILLO y votan en igual sentido a esta TERCERA CUESTIÓN.

A LA CUARTA CUESTIÓN, la Dra. LILIA ANA NOVILLO, dijo: 1) Que en fecha 05/06/2018 (ESCEXT Nº 9353774) el actor interpone recurso de casación que funda en fecha 17/06/2018 (ESCEXT Nº 9435464).

2) Que en esta cuarta cuestión corresponde analizar el cumplimiento a los recaudos legales impuestos para la admisibilidad del remedio impugnatorio intentado.

Resultan de las constancias de la causa que el recurso de casación ha sido interpuesto y fundado en término (art. 289 del CPC y C); la resolución impugnada es sentencia definitiva, y el recurrente se encuentra eximido del deposito casatorio (art. 290 CPC y C).

Por consiguiente, y habiéndose dado cumplimiento a las exigencias contenidas en los arts. 286, 289 y 290 del CPC y C, en mérito a lo dispuesto por el art. 301, inc. a, del CPC y C, VOTO a esta CUARTA CUESTIÓN por la AFIRMATIVA.

Los Señores Ministros, Dres. CECILIA CHADA, ANDREA CAROLINA MONTE RISO y JORGE ALBERTO LEVINGSTON, comparten lo expresado por la Sra. Presidente, Dra. LILIA ANA NOVILLO y votan en igual sentido a esta CUARTA CUESTIÓN.

A LA QUINTA y SEXTA CUESTIÓN, la Dra. LILIA ANA NOVILLO, dijo: 1) Que el actor fundamenta el recurso de casación en la causal establecida en el inc. b) del art 287 del CPC y C.

Manifiesta que se interpretó erróneamente la norma legal (LCT).

Señala que se incumplió con la aplicación del art. 9 de la LCT, dado que a pesar de que la prueba colectada, en la cual los testigos de la actora han visto al Sr. Amaya trabajar como camionero para la empresa Petromer, cuyos camiones se encontraba tercerizados a los Sres. Roldan (también codemandados), conformando ello un grupo o conjunto económico que determina la responsabilidad solidaria en los términos de los arts. 29, 30, y cc. de la LCT.

Indica que también existe prueba documental, como carta de porte no impugnadas que demuestran que el Sr. Amaya trabajaba como camionero, los viajes, la firma del trabajador, el dominio de los vehículos, y que dicha actividad coincide con el periodo laboral reclamado, por lo que es erróneo plantear que no existe duda en la apreciación de la prueba.

Afirma que se demostró, en los términos del art. 23 LCT la relación laboral y que el criterio de la sentencia es civilista, en tanto que olvida las normas que regulan el derecho laboral, las cuales cuentan con mínimos protectorios que deben primar en la interpretación de conflictos laborales (in dubio pro operario).

Sostiene que en la sentencia solo se aplica un razonamiento formal, al considerar solamente los testimonios (dudosos y parciales) aportados por la demandada, que no deberían haber sido valorados en razón de que mantienen relaciones comerciales con esta, sin considerar los ofrecidos por la trabajadora.

Indica que la situación debe embarcarse en las subcontrataciones previstas en el art. 29, 29 bis y 30 de la ley laboral, siendo los Sres. Roldan y Petromer SRL un grupo económico responsablemente solidario, y que los codemandados Roldan están en la empresa Petromer SRL como monotributistas.

A su orden, expone otras consideraciones vinculadas a la prueba de la relación laboral agraviándose de la falta de valoración de la documental acompañada por su parte (carta de porte, telegramas, impugnación de cedula de notificación de multa del automotor dominio EUO668 y liquidación de deuda por la multa).

2) Que en fecha 27/09/2018 (ESCEXT Nº 10110811) la demandada contesta el traslado de la casación, exponiendo los fundamentos que hacen a su derecho.

En resumidas cuentas, plantea la improcedencia del recurso en razón de que los argumentos esgrimidos constituyen el planteamiento de cuestiones procesales, de hecho y prueba y no configuran el supuesto del art. 287 inc. b del CPC y C.

3) Que en fecha 18/12/2018 (actuación Nº 10690068) dictamina el Sr. Procurador General pronunciándose por la improcedencia del recurso.

En orden a ello sostiene que si bien la actora sustenta la casación en los supuestos contemplados en el art. 287 de la Ley de rito, no es menos cierto, que en definitiva, se refiere a materia de hecho y prueba merituados en su oportunidad por los tribunales inferiores, lo que en consecuencia, no advierte configurada causal prevista en los términos del art. 287 del Código de rito.

Asimismo, destaca que los fundamentos de la casación se refieren más bien a la disconformidad del recurrente con lo decidido por la Cámara, en lo que hace a la valoración de la prueba, por lo que en consecuencia el recurso en estudio es improcedente.

4) En el análisis de esta cuestión, no es ocioso recordar que “el remedio recursivo intentado solo tiene viabilidad en el caso que exista un motivo legal (o causal); por ende no es suficiente el simple interés -el agravio- sino que se precisa que el defecto o error que se le imputa al decisorio recurrido esté expresamente tipificado -objetivado- por la ley.” (Cfr. Juan Carlos Hitters, “Técnica de los recursos extraordinarios y de la casación”, 2da. Edición, p.213).

En este contexto he considerado los motivos que el recurrente invoca como fundamentos de su recurso y, de conformidad con lo dictaminado por el Sr. Procurador General, entiendo que el mismo debe rechazarse.

En efecto, surge de modo manifiesto que la materia propuesta en casación es ajena a la vía extraordinaria intentada en tanto involucra aspectos relacionados con la valoración y apreciación de la prueba realizada por el Tribunal a-quo.

En ese sentido el Superior Tribunal de San Luis ha dicho que: “…si de la lectura del recurso de casación se advierte que se plantean cuestiones de naturaleza esencialmente probatoria; estas son ajenas a la Casación según pacífico criterio de este Alto Cuerpo, puesto que la finalidad institucional de este carril impugnatorio busca el cumplimiento de la ley, la unificación de la interpretación del derecho y por ende debe aprehender los hechos como vienen relatados por los jueces de grado. La casación no es una tercera instancia y no está en la esfera de sus poderes valorar la prueba, ni juzgar los motivos que formaron la convicción de la Cámara porque este recurso se concede solamente contra la sentencia cuya injusticia provenga de un error de derecho excluyendo el error de la determinación de las circunstancias de hecho del caso sometido a juicio…” (Cfr. STJSL-S.J. – S.D. Nº 103/18.- “MAGALLANE RITA EVIT c/ OSECAC y OTROS – DESPIDO - RECURSO DE CASACIÓN” – IURIX EXP Nº 140243/8, sent. del 24.05.2018; STJSL-S.J. – S.D. Nº 083/18, "FERNÁNDEZ JORGE c/ ESTANCIA LOS AROMOS y OTRO. RECURSO DE CASACIÓN.” - IURIX EXP. N° 132428/7, sent. del 23/04/2018; STJSL-S.J. – S.D. Nº 047/16, “SIRONE, LUIS BARTOLO c/ BLANCO RICARDO LUIS s/ LABORAL s/ RECURSO DE CASACIÓN” - IURIX Nº 172912/5, del 31/03/2016; STJSL-S.J. N° 102/13.- “URQUIZA ALICIA INES C/ MAZZONI CARLOS y OTRA S/ LABORAL - RECURSO DE CASACION." Expte. Nº 01-U-13 -IURIX Nº 172642/9, del 6/11/2013; STJSL-S.J. – S.D. Nº 121/15.- “MACAUDIER, MARIO ALBERTO c/ SANDRA TORRES y OTROS s/ REIVINDICACIÓN – RECURSO DE CASACIÓN” -  IURIX Nº 176584/8, del 17/12/15).

Del mismo modo que: “en lo que respecta a la merituación de la prueba, los jueces son libres en la selección de los medios probatorios e indiciarios que los conducen a establecer los hechos, y de optar por aquellos que les ofrecen mayores garantías de eficacia en el descubrimiento de la verdad, ya sea omitiendo o haciendo prevalecer unos u otros, por lo que esta temática queda- por regla- excluida del control casatorio, puesto que la finalidad institucional de este carril impugnatorio busca el cumplimiento de la ley, la unificación de la interpretación del derecho y por ende debe aprehender los hechos como vienen relatados por los jueces de grado”. (STJSL-S.J. – S.D. Nº 164/19. “GARRO DÍAZ PAOLA ALEJANDRA c/ ASENCIO EDUARDO ÁNGEL s/ COBRO DE PESOS - LABORAL - RECURSO DE CASACIÓN” - IURIX EXP Nº 271595/14, sent. del 24/09/2019; STJSL-S.J. – S.D. Nº 211/18.- “DÍAZ OLGA IGNACIA c/ MANSILLA ÁNGEL RICARDO s/ LABORAL - RECURSO DE CASACIÓN” – IURIX EXP Nº 259789/13, sent. del 11/10/2018; STJSL-S.J. – S.D. N° 065 /14.- “CORREA, LUIS PABLO c/ VOLTELEC MATERIALES ELECTRICOS S.R.L. y OTROS s/ EMBARGO PREVENTIVO – LABORAL. RECURSO DE CASACIÓN.” Expte. Nº 12-C-2013 – IURIX Nº 104279/9 sent. 29/05/2014). 

Más precisamente, “la disconformidad con la valoración de los hechos y prueba que realiza el ad quem, respecto de la existencia o no de la relación laboral, es un tema ajeno a la vía casatoria.” (Cfr. STJSL-S.J. – S.D. N° 129 /14 “AGUILAR ROBERTO OSCAR c/ DONATO MABEL DELIA s/ LABORAL. RECURSO DE CASACIÓN.”, Expte. 13-A-2014 - IURIX Nº 216925/11, sent. del 18/09/2014).

Y a mayor abundamiento, “Determinar la existencia o inexistencia de la relación laboral constituye una cuestión de hecho irrevisable en casación, salvo que se denuncie y demuestre arbitrariedad o absurdidad en la valoración de la prueba; lo que no ocurre en autos. (STJ, Entre Ríos; 28/09/2001. Emeri, Julio Raúl vs. Muñoz, Antonio Enrique s. Cobro de pesos - Recurso de inaplicabilidad de ley, Dirección de Biblioteca y Jurisprudencia del Poder Judicial de Entre Ríos; 2323; RC J 13102/09); “Deviene improcedente el Recurso de Casación por el cual la demandada objeta la conclusión del sentenciante relativa a la configuración del contrato de trabajo invocado en la demanda…, toda vez que se tratan de aspectos fácticos de decisorio, cuya revisión no procede en esta instancia, por ser el resultado de una actividad que es propia y exclusiva del juez de la causa.” (Superior Tribunal de Justicia de Santiago del Estero, sala Criminal, Laboral y Minas • 15/10/2012 • Perez, Josefa Fabiana c. Obispado de Santiago del Estero s/ diferencia de indemnización por antigüedad, etc. - casación laboral.  La Ley Online. AR/JUR/57556/2012).

Por ello y razones expuestas, de conformidad con lo dictaminado por el Sr. Procurador General, VOTO a esta cuestión por la NEGATIVA.

Los Señores Ministros, Dres. CECILIA CHADA, ANDREA CAROLINA MONTE RISO y JORGE ALBERTO LEVINGSTON, comparten lo expresado por la Sra. Presidente, Dra. LILIA ANA NOVILLO y votan en igual sentido a estas QUINTA y SEXTA CUESTIÓN.

A LA SÉPTIMA CUESTIÓN, la Dra. LILIA ANA NOVILLO, dijo: Que, conforme lo expuesto, corresponde rechazar el recurso de casación articulado. ASÍ LO VOTO.
Los Señores Ministros, Dres. CECILIA CHADA, ANDREA CAROLINA MONTE RISO y JORGE ALBERTO LEVINGSTON, comparten lo expresado por la Sra. Presidente, Dra. LILIA ANA NOVILLO y votan en igual sentido a esta SÉPTIMA CUESTIÓN.

A LA OCTAVA CUESTIÓN, la Dra. LILIA ANA NOVILLO, dijo: Costas al recurrente vencido. ASÍ LO VOTO.
Los Señores Ministros, Dres. CECILIA CHADA, ANDREA CAROLINA MONTE RISO y JORGE ALBERTO LEVINGSTON, comparten lo expresado por la Sra. Presidente, Dra. LILIA ANA NOVILLO y votan en igual sentido a esta OCTAVA CUESTIÓN.

Con lo que se da por finalizado el acto, disponiendo los Señores Ministros, la sentencia que va a continuación. 

///…
San Luis, veintiocho de diciembre de dos mil veinte.

Y VISTOS: En mérito al resultado obtenido en la votación del Acuerdo que antecede, SE RESUELVE: I) Rechazar el recurso de inconstitucionalidad por la causal no reglada de arbitrariedad de sentencia.
II) Costas del recurso de inconstitucionalidad al vencido. 

III) Rechazar el recurso de casación articulado. 
IV) Costas del recurso de casación al recurrente vencido. 

REGÍSTRESE y NOTIFÍQUESE.

La presente Resolución se encuentra firmada digitalmente por las Sres. Ministros del Superior Tribunal de Justicia, Dres. LILIA ANA NOVILLO, ANDREA CAROLINA MONTE RISO, CECILIA CHADA y JORGE ALBERTO LEVINGSTON en el sistema de Gestión Informático del Poder Judicial de la Provincia de San Luis.  
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